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  Tandil, enero de 1872




  Al despuntar el año 1872 la población del apacible pueblo de Tandil, y luego la del país entero, fue sacudida por la noticia de unos acontecimientos de extrema violencia, que pasarán a la historia como “las matanzas del Tata Dios”, en los que varias decenas de inmigrantes europeos fueron asesinados por un grupo de enfurecidos pobladores criollos.




  El pueblo de la piedra




  Por entonces, hacía tiempo que Tandil había dejado de ser un puesto militar en la avanzada de la ocupación blanca del territorio bonaerense. Aunque en la memoria de los habitantes perduraba el recuerdo de los terribles malones que invadieron la frontera en el año 1855, con su secuela de muertes, saqueos y despoblamiento, la amenaza indígena formaba parte del pasado. La línea de frontera se extendía bastante más al sur y al oeste, con lo cual el pueblo se había convertido en centro de intercambio mercantil para el conjunto de las poblaciones del sudoeste provincial. Pocos años atrás, en épocas de buen clima, el servicio de diligencias demoraba algo menos de dos semanas en recorrer las sesenta leguas que separaban al pueblo de la ciudad de Buenos Aires pero desde 1871, con la llegada del Ferrocarril Sud a Ranchos, el tiempo de viaje se redujo considerablemente y en tres jornadas los viajeros podían completar esa travesía.




  El pueblo estaba situado al pie de una sierra y cerca de un arroyo cuyas aguas ponían en movimiento los varios molinos que procesaban los trigos cosechados en las chacras y quintas de los alrededores. Se trataba de una agricultura en pequeña escala que producía también verduras y papas para el mercado local. La actividad predominante era la ganadería, en la que el ovino había comenzado a desplazar al vacuno. Aunque el proceso de fragmentación de la propiedad se había acentuado desde la caída de Rosas, los registros impositivos de aquellos años indican la presencia de familias —Gómez, Vela, Miguens, Casares, Arana, Saavedra, Iraola— que eran poseedoras de verdaderos emporios territoriales.




  Algo más de dos mil personas habitaban el recinto urbano. Muchos de ellos eran españoles, italianos, franceses y daneses que arribaban en números significativos desde comienzos de la década de 1860. El pueblo ya mostraba algunos progresos. En las inmediaciones de la plaza principal, las calles ya disponían de alumbrado público y las viviendas eran bajas y no pocas de ellas de material. Algunas poseían azotea y otras, techos de zinc o paja. El lujo no era excesivo aunque los visitantes contaban con comodidades inexistentes en localidades vecinas, como pudo comprobar el francés Henri Armaignac, que llegó al pueblo por esos años. Poseía tres modestos pero respetables hoteles, médico, boticario, un buen número de comercios, herrerías, carpinterías y talleres de fabricación de carruajes, en su mayor parte pertenecientes a inmigrantes italianos, españoles y daneses.




  Tandil, cabecera del partido del mismo nombre, como sus similares bonaerenses, tenía en funciones un juez de paz designado por el gobernador de Buenos Aires y una Corporación Municipal cuyos cuatro integrantes eran elegidos mediante el voto de los vecinos. La creación de las municipalidades amplió la participación de los vecinos en los asuntos comunales. Junto a propietarios criollos como Ramón y Ciriaco Gómez, Moisés Jurado, Juan A. Figueroa y Carlos Díaz, entre otros, inmigrantes como el danés Juan Fugl, el gallego Ramón Santamarina, los franceses Julián Arabehety y Juan M. Dhers desempeñaron un papel destacado en el estrecho círculo de notables responsable de la administración local. Todos ellos animaron las diversas iniciativas tendientes al adelanto del pueblo, como el arreglo de las calles, la reglamentación del abastecimiento de carne, la construcción de un templo o la distribución de solares.




  El fomento de la educación estuvo entre las principales preocupaciones de los vecinos. La primera escuela, con apenas doce alumnos, comenzó sus clases en 1854. En 1869, según el censo nacional de población, un centenar de niños y niñas recibían instrucción en forma privada o en escuelas públicas. Junto al municipio y los establecimientos de enseñanza la acción sacerdotal completaba lo que por entonces se consideraban los principales agentes de civilización.




  El presbítero José M. Rodríguez, natural de España, asumió el curato de Tandil en 1863. A partir de su llegada los servicios religiosos comenzaron a administrarse con mayor regularidad. Demostró mayores talentos que los anteriores sacerdotes para manejarse en la compleja trama pueblerina y su ministerio se prolongó hasta 1875. La experiencia de sus predecesores no había sido muy feliz. También provenientes de Europa, acabaron por renunciar hartos de lidiar con la permanente intromisión de las autoridades locales en la administración eclesiástica y la imposibilidad de desarrollar una acción pastoral en medio de una población que juzgaban de moral extremadamente relajada y hasta licenciosa.




  A unos tres kilómetros del pueblo, la piedra movediza se erigía en uno de los picos más altos de las sierras. El gigantesco bloque de granito que, en perpetua oscilación, amenazaba desbarrancarse era el orgullo de los tandilenses. Se habían acostumbrado a las visitas de forasteros que desde lejanas distancias llegaban hasta allí exclusivamente para contemplar aquella maravilla de la naturaleza. La famosa piedra se había convertido a tal punto en parte de la identidad local que había sido escogida como imagen para el sello que se utilizaba en toda documentación oficial despachada por las autoridades. Era con seguridad lo único de interés de este remoto pueblo y lo que otorgaba cierto renombre a una localidad que en su corta existencia —había sido fundada en 1823— no había sido escenario de ningún acontecimiento destacado.




  Así fue hasta las primeras horas de aquel 1º de enero de 1872, cuando la tranquila vida de ese poblado fue conmovida por un suceso trágico, sin precedentes ni ejemplos en la historia de la Argentina posterior. El hecho revivió los terrores del año 1855 y con el tiempo se transformó en el episodio más notable de todos los relatos que se ocuparon de dar cuenta de la historia de la localidad.




  Un comienzo de año sangriento




  Cerca de las cuatro de la mañana de aquel día, el sueño del juez de paz de Tandil, José A. Figueroa, se vio interrumpido imprevistamente. Como todos los tandilenses, seguramente se reponía de los festejos con los que se dio la bienvenida al año 1872. Los festejos iban a continuar en la jornada que se iniciaba pero las obligaciones de su cargo no le permitirían participar de ellos por completo. Como máxima autoridad del partido, le correspondía implementar las medidas tendientes a asegurar el pacífico desarrollo de las elecciones fijadas para aquel día. Aquellos comicios de diputados nacionales por Buenos Aires se realizaban en un marco de absoluta apatía, por lo que se esperaba que se dieran sin inconvenientes ni disturbios. Aun así el juez de paz debía tomar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las formalidades de aquel acto. Por la noche, le correspondía a Figueroa presidir el banquete con el que se celebraría la inauguración de la sucursal del Banco de la Provincia. Se trataba de un acontecimiento importante para la localidad. Él coronaba los esfuerzos de sus vecinos más prominentes que, mediante numerosas gestiones, habían reclamado insistentemente al gobierno provincial la instalación de una sucursal que atendiera las necesidades del creciente volumen de producción y comercio que había experimentado el partido.




  Quien había llamado a su puerta era el sargento de policía Cornelio Monteros; venía a darle el parte de un suceso tan alarmante como inesperado. Varios hombres armados acababan de asaltar el cuartel del juzgado. Entre ellos había podido reconocer a dos vecinos del pueblo, el teniente María Pérez y el sargento Pedro Rodríguez. Los vigilantes, sorprendidos mientras aún dormían, fueron obligados bajo amenaza de muerte a entregar sus armas y liberar al único preso que se hallaba alojado en el calabozo. Tras ello y sin causar daño alguno a los guardias, los asaltantes abandonaron precipitadamente el edificio. Mientras se alejaban el sargento pudo ver que las tres bocacalles de la plaza principal habían sido ocupadas por grupos de hombres a caballo. Algunos iban armados con lanzas de caña tacuara, con tijeras y puñales asegurados en las puntas, y otros con carabinas y sables. Uno de los jinetes enarbolaba una banderola colorada y todos llevaban un cintillo punzó en su sombrero. Mientras se preparaba para salir de su casa, el juez de paz ordenó al sargento que averiguara el destino tomado por la partida sediciosa y diera aviso a los hermanos Ramón y José Ciriaco Gómez. Se trataba de una decisión previsible: el primero era alcalde y municipal y el segundo, comandante de la Guardia Nacional del partido. Eran, además, estancieros descendientes de uno de los primeros propietarios asentados en la localidad y cuñados del juez de paz. Por todas estas razones, Figueroa estaba seguro de encontrar en ellos los elementos más apropiados para auxiliarlo en las delicadas circunstancias que debía enfrentar.




  Monteros regresó de la comisión con la cartera de un italiano que acababa de ser mortalmente herido en la misma plaza, en medio de “una gritería desordenada”. Según algunos testigos, el grupo armado daba “vivas” a la República Argentina, a la religión, según otros, y “mueras” a los gringos y masones. Aparentemente se trataba de medio centenar de hombres a caballo que había abandonado el pueblo en dirección al norte por el camino que conducía a la capital.




  Figueroa se dirigió al juzgado encontrando en su camino algunos vecinos intrigados por los extraños sonidos que habían alterado el reposo nocturno, el ruido de los caballos corriendo por las calles y, sobre todo, los vivas y mueras. Mientras los vigilantes que lo acompañaban les ordenaban asegurar sus casas, el juez mandó tocar rebato y generala con las campanas y el tambor de la banda de música convocando a los vecinos a que se presentaran armados en la plaza principal. Conforme éstos llegaban fue organizando partidas de diez hombres a las que despachó en todas direcciones para asegurar el orden y la tranquilidad de la población.




  Muchos se negaban a dar crédito a quienes aseguraban que “unos bandidos estaban asesinando” pues, como dirá alguien más tarde, “siempre se oyen cuentos exagerados de sucesos en vísperas de días festivos”. El desengaño llegó muy pronto. El juez de paz ya estaba reunido con los hermanos Gómez cuando, cerca de las cinco de la mañana, se le avisó del hallazgo de nueve cadáveres pertenecientes a los integrantes de las tropas de carretas de Domingo Lasalle y D. Esteban Vidart, que acampaban a unas veinte cuadras del pueblo.




  Esperando dar alcance a los asesinos, el comandante Gómez partió de inmediato hacia aquel lugar al frente de quince de sus milicianos. Mientras, continuaban los preparativos de un contingente de doscientos vecinos, en su mayor parte extranjeros, que saldrían en auxilio de la fuerza comandada por Gómez.




  Una profunda inquietud se apoderó de los pobladores que comenzaban a colmar la plaza y a agolparse frente a las puertas del juzgado en espera de novedades. Éstas no tardaron en llegar y poco contribuyeron a tranquilizar los ánimos. La conocida casa de negocio del vecino Juan Chapar, a cinco leguas del pueblo en el cuartel Tercero, había sido asaltada. Habían asesinado a la familia del propietario, sus dependientes y las personas que ocasionalmente se hospedaban en el establecimiento. El número de víctimas ascendía, solamente en esta casa, a dieciocho personas entre hombres, mujeres y niños, contándose entre estos últimos una criatura de cuatro meses. Todos habían sido bárbaramente degollados.




  Esta noticia y las que posteriormente llegaron sobre nuevas muertes dejaron paso a la indignación, puesto que —como ya resultaba evidente— los atentados tenían por blanco a los extranjeros, que constituían por otra parte el grueso de la población. Los mayores temores de Figueroa se estaban cumpliendo. A los pedidos de explicación se sumaron las recriminaciones y acusaciones que le lanzaban los vecinos más enardecidos.




  Poco pudo hacer Figueroa en sus esfuerzos por aplacar los ánimos. Ya había corrido la voz de que los asesinos decían de actuar mandados por Tata Dios. Este extraño personaje, llamado Gerónimo Solané, había llegado a Tandil en noviembre y ofrecía sus servicios como curandero en uno de los puestos de la estancia La Argentina, propiedad de Ramón Gómez. Un crecido número de hombres y mujeres acudía allí desde lugares distantes, en busca de remedios y tratamiento. En torno al “hospital” se fue formando una suerte de asentamiento estable que algunos compararon con los campamentos de la guerra del Paraguay y otros con una romería. Unas quinientas personas viviendo en jardineras, carretas, toldos y enramadas. Gente que iba y venía y, por las noches, fogones encendidos, alrededor de los cuales se escuchaban guitarras y circulaban el mate y la bebida. Esto alarmó al vecindario y las quejas llegaron al juez de paz que, el 5 de diciembre, recomendó al alcalde Gómez la dispersión de la gente. Esta medida fue resistida, por lo cual debió ser reiterada el día 11. A partir de entonces sólo se admitió a los enfermos de mayor gravedad.




  Demasiadas circunstancias comprometían a Figueroa y lo colocaban en una difícil situación. ¿Cómo había podido el juez de paz ignorar la presencia de tal aglomeración de gente tan próxima al pueblo y desconocer las siniestras ideas propagadas por Solané en el establecimiento de su cuñado? Una vez compelido a actuar por las denuncias de los vecinos, ¿por qué demostró tanta morosidad en concluir con las actividades del curandero? ¿Qué había detrás de la amistosa relación entre Solané y Ramón Gómez? Por otro lado, el desempeño de Figueroa como juez de paz inspiraba fuertes recelos entre los personajes más encumbrados de la población extranjera. En 1869, medio centenar de agricultores, muchos de ellos inmigrantes, elevaron una denuncia al ministro de Gobierno por la escasa disposición de Figueroa a multar a los propietarios del ganado que destruía los sembradíos. Como resultado de estos y otros enfrentamientos la corporación municipal se pronunció por su desplazamiento y su nombre fue excluido de la terna de candidatos propuestos para asumir el juzgado en el año 1871. Pese a la oposición, el gobierno provincial lo confirmó en aquella oportunidad y volvió a designarlo para el año 1872.




  Felizmente para el juez, alrededor del mediodía el teniente Ezequiel Olivera se hizo presente en la plaza al grito de “¡Victoria!”, agitando una bandera blanca y punzó tomada a los alzados. Traía el parte verbal del comandante José C. Gómez que daba cuenta de haber batido a los asesinos, quienes, en un número de treinta y dos hombres, se encontraban en los campos de Ramón Santamarina. El enfrentamiento había sido breve. Luego de los primeros disparos, los bandidos se habían dado a la fuga en diferentes direcciones. La fuerza expedicionaria los persiguió por algo más de dos leguas, y tomó a ocho prisioneros y mató a diez. Entre los caídos estaban algunos de los cabecillas de la asonada como Jacinto Pérez, Pedro Rodríguez y Juan Molina.




  Si bien esto tranquilizó en algo los ánimos, la exasperación volvió a dominar los espíritus cuando, al caer la tarde, comenzaron a llegar los cadáveres, sobre todo los de los asesinados en el negocio de Chapar. Transportados en una carreta, llegaban estibados como reses de matadero. Los adultos, abajo, y sobre ellos los niños. La colcha que cubría los cuerpos dejaba ver los rostros de algunas de las víctimas. Sus ojos abiertos revelaban el espanto con que habían enfrentado sus horrorosas muertes.




  Frente a ese espectáculo, el pueblo en masa pujó por apoderarse de los bandidos cuando éstos fueron conducidos a la cárcel del juzgado. Sus ropas impregnadas con la sangre de las víctimas revelaban la saña con la que habían cometido sus crímenes. Sólo la influencia de los vecinos más notables y el respeto que imponían los guardias nacionales comandados por José Ciriaco Gómez impidieron que las amenazas al juez de paz se tradujeran en acciones más directas y que el pueblo asaltara el juzgado para linchar en la misma plaza a los responsables de la masacre que había acabado con la vida de treinta y siete personas.




  Como se desconocía el alcance de la asonada y se temía que los prófugos u otros que pudieran estar involucrados dieran un nuevo golpe al pueblo, se procedió a organizar la defensa. Franceses, españoles e italianos formaron sus respectivos batallones armados, en tanto daneses, alemanes, suizos y austríacos se agruparon en otro. En patrullas recorrieron las calles y junto a la Guardia Nacional reforzaron la custodia de los presos.




  Ni esa noche ni los días siguientes se produjeron incidentes, pero el pánico era terrible. A él contribuían los rumores según los cuales emisarios de Tata Dios tenían más hombres en otros partidos y contaban con aliados entre las parcialidades indígenas. Por las noches las puertas de las casas permanecían cerradas y los agricultores, que habían buscado refugio en el pueblo, temían regresar a sus campos para recoger sus cosechas por miedo a ser sorprendidos indefensos por los secuaces del curandero.




  Recién al día siguiente Figueroa estimó reunida la información necesaria para dar a conocer los hechos al gobierno de la provincia. El juez procedió con cautela. Se ocupó personalmente de la redacción del informe y tomó precauciones para que llegara al Ministerio de Gobierno a través de un conducto seguro. En la extensa nota, despachada recién el día 5, Figueroa afirmaba:




  El origen de los lamentables sucesos la voz pública lo atribuye a la inicua propaganda de un individuo que bajo el título del “Médico Dios” se ha presentado en este partido [...] el titulado “Médico Dios” llamado Gerónimo G. Solané aprovechándose de la ignorancia de algunos y de la popularidad que iba ganando en las masas irreflexivas ponía en juego ciertos principios con ánimo de extraviar las creencias religiosas profanando así la base de nuestra organización social; como en efecto lo había conseguido en número considerable de personas, a quienes había fanatizado de tal modo que lo consideran aún como un hombre superior a la humanidad, puesto que hay entre los hombres hoy criminales, individuos de buena razón, cargados de familia y trabajadores.




  Según resultó de las indagatorias y el sumario instruido después, en los últimos días de diciembre de 1871 Jacinto Pérez, alias “el viejo” o “San Francisco”, convocó en nombre de Tata Dios a un número desconocido de paisanos criollos a una reunión que tendría lugar en el paraje conocido como Peñalverde. En esta tarea fue asistido por otros pobladores de la localidad como José María Trejo, el teniente María Pérez, el sargento Pedro Rodríguez y Juan Molina. La reunión tuvo lugar en la noche del 31 de diciembre. Ante las varias decenas de personas que habían respondido a la convocatoria, Jacinto expuso aquello que —según aseguró— Tata Dios le había encomendado comunicarles: el día del Juicio Final había llegado. Un diluvio acabaría hundiendo al pueblo de Tandil y al pie de la Piedra Movediza surgiría un nuevo pueblo. Afirmó que Tata Dios había llegado para hacer la felicidad de los argentinos y que al revelarles esta profecía los instaba a contribuir con la destrucción de la vieja sociedad matando a todos los extranjeros y masones que tantos perjuicios causaban a los criollos. Les prometió además que, al incorporarse a la cruzada de Tata Dios, sus almas y las de sus familias serían salvadas y vivirían en el nuevo reino de justicia que habría de sobrevenir. No deberían temer a sus enemigos. Las divisas punzó que distribuyó —y que debían llevar como distintivo de “los de la religión”— los protegerían de las balas, haciéndolos invencibles.




  Luego de que les entregaran armas bastante rudimentarias —como tijeras de tusar, lanzas de tacuara, cuchillos y algunas armas de fuego y banderas—, el grupo se puso en marcha en dirección al pueblo dando “mueras” a los extranjeros, gringos, vascos y masones, y “vivas” a la imagen, a la religión, a los argentinos y a la Confederación Argentina. Algunas de estas expresiones, y particularmente la última, junto al color punzó de las divisas y banderolas habían desempeñado un papel importante en el Buenos Aires federal de Juan Manuel de Rosas. A manera de señales, aquellas exclamaciones expresaban la solidaridad para unos y el odio hacia otros, del mismo modo que la divisa identificaba tanto a la oposición como a la adhesión al federalismo rosista. ¿Hay que ver en la asonada de Tandil una suerte de revivalismo, un deseo de retorno a los viejos tiempos de Don Juan Manuel? ¿En qué medida el imaginario religioso de los participantes los hacía sensibles al contenido apocalíptico de la empresa a la que se los convocaba? En cualquier caso es indudable que las palabras de Jacinto debieron resultar lo suficientemente convincentes. Las acciones posteriores —como se ha visto— testimonian la absoluta convicción con que los participantes asumieron el mandato con que fueron investidos.




  Aquel en cuyo nombre actuaron los criminales, Tata Dios, no tuvo participación directa en las acciones sangrientas. En la madrugada del día 1º, a poco de arribar al puesto de La Rufina donde funcionaba su “hospital”, recibió una esquela en la que Ramón Gómez le hacía saber del asalto al juzgado y del hecho de que los agresores invocaban su nombre. Apolinario García, que se hallaba entonces haciéndose atender por el médico, al ser interrogado días después en el pueblo de Azul atestiguó la sorpresa experimentada por Solané al leer la carta. Poco después llegaron las fuerzas de José Ciriaco Gómez, el curandero fue detenido y con él partieron en procura de los asesinos.




  En las declaraciones efectuadas el 23 de enero, el teniente alcalde Teófilo Urraco y Ramón Gómez hicieron mención a los llantos del médico y su negativa a admitir los actos que se le atribuían. En el mismo sentido declaró el teniente Lisandro Cuesta al referir lo acontecido momentos antes del enfrentamiento con los asesinos. Según su relato el sargento Pedro Rodríguez, quien parecía capitanearlos, se adelantó manifestando que no querían pelear con argentinos y que “las muertes que habían cometido las hacían por orden del Médico Dios, quien les ha mandado concluir con los extranjeros masones”. En esas circunstancias “hallándose a espaldas de la guerrilla que mandaba el declarante, el tal Médico Dios contestó a la aseveración de Rodríguez diciendo que eso era falso, que él no había mandado matar a nadie y se replegó a los lanceros, desapareciendo enseguida”.




  Las actuaciones de la causa recogieron la palabra de muchos de los sobrevivientes a la represión. También las de aquellos que resultaron implicados tras unas pesquisas que, pese a su intensidad, no arrojaron resultados del todo satisfactorios. Desde juzgados aledaños y hasta de la capital se enviaron individuos a los que se sospechaba implicados. A la abrumadora mayoría de ellos no pudo probárseles nada. Sin embargo, ninguno de los dieciocho prófugos identificados por el juez de paz de Tandil, cuya lista circuló ampliamente en la provincia, pudo ser aprehendido.




  El testimonio de Tata Dios no aparece en la causa. Luego de su detención se negó a prestar declaración ante las autoridades locales. Según algunas versiones habría asegurado que sólo hablaría cuando llegara el “verdadero Juez”. De ser ciertas esas palabras, es difícil saber a quién aludía. ¿Tal vez a un Juez Divino? En todo caso, si se refería al juez del crimen nunca se le presentó la oportunidad de testificar. En la noche del día 5 de enero, antes de la llegada del juez del crimen Tomás Isla y de la iniciación del proceso, varios disparos lanzados desde la ventana del calabozo acabaron con la vida del curandero, sin determinarse jamás los responsables del hecho.




  El juicio se desarrolló con velocidad. El magistrado tomó las primeras declaraciones el 17 de enero y pronunció su sentencia el 7 del mes siguiente. De los veintinueve procesados, tres individuos fueron condenados a la pena capital, siete a quince años de prisión, y otros cinco a reclusiones que iban de uno a tres años. Los restantes —quince individuos— fueron absueltos. Posteriores apelaciones en favor de los reos no prosperaron. Tampoco las demandas de penas más severas realizadas por el fiscal y un acusador particular, familiar de una de las víctimas. El 29 de agosto el Superior Tribunal de Justicia ratificó el fallo original. Elevada la causa criminal al ministro de Gobierno de la provincia, para que resolviera lo conveniente con respecto a los condenados a la pena capital, el Ejecutivo provincial comunicó a las autoridades pertinentes las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia.




  Los condenados Cruz Gutiérrez y Esteban Lazarte —el tercero, Juan Villalba, había muerto meses atrás como resultado de las heridas sufridas en el momento de su captura— enfrentaron el pelotón de fusilamiento en la misma localidad de Tandil a las diez de la mañana del 13 de setiembre de 1872.




  Los asesinatos del 1º de enero de 1872 han despertado entre los historiadores tantas inquietudes como en su momento lo hicieron entre los contemporáneos. Era comprensible. Se trataba de un episodio de violencia xenófoba sin precedentes. Los representantes consulares, haciéndose eco de los sentimientos de indignación de las colectividades extranjeras, elevaron protestas enérgicas al gobierno argentino por la falta de protección a sus connacionales. Como consecuencia de la difusión que los hechos tuvieron en Europa, y en el mismo Parlamento inglés, las autoridades y las elites argentinas temieron que lo ocurrido en Tandil debilitara la corriente inmigratoria que llegaba al país y a la que consideraban un instrumento fundamental para la construcción de una nación moderna.




  Entre los numerosos trabajos que se ocuparon de estos hechos, los realizados por los historiadores Juan Carlos Torre y —sobre todo— Hugo Nario siguen siendo de referencia ineludible. Para ambos autores el estallido xenófobo y milenarista de Tandil habría sido una “respuesta” o “reacción” de los pobladores nativos frente a las nuevas condiciones derivadas de las transformaciones del panorama social y productivo pampeano. Esa dimensión está también presente en este trabajo, aun cuando las características de los cambios se consideran aquí de modo bastante diferente al presentado por aquellos autores. Se propone, por un lado, abordar lo ocurrido en Tandil dentro del contexto social, cultural y político del mundo rural y del proceso que, iniciado a mediados del siglo XIX, transformó a la sociedad argentina en una nación moderna. Por otro lado, analizar la acción colectiva, los recursos que la hicieron posible, las motivaciones de los sujetos involucrados y el sentido que ellos atribuyeron a su participación en la acción violenta. Trata de mostrar cómo y por qué un puñado de pobladores del sur bonaerense se percibió como un conjunto de elegidos llamado a exterminar a los inmigrantes para cumplir el papel que la providencia esperaba de ellos ante el advenimiento del Juicio Final.
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